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Dios, Patria y Libertad 

República Dominicana 

En Nombre de la República, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, regularmente constituida por los 

Jueces Miriam Concepción Germán Brito, Presidenta; Alejandro Adolfo Moscoso Segarra e Hirohito Reyes, asistidos 

del secretario de estrado, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 

Distrito Nacional, hoy 8 de agosto de 2018, años 175° de la Independencia y 155° de la Restauración, dicta en 

audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis Francisco Pérez Féliz, dominicano, mayor de edad, 

portador de la cédula de identidad y electoral núm. 018-0059455-6, domiciliado y residente en la calle tercera 

núm. 61, sector Pueblo Nuevo, Barahona, imputado; Óscar Ernesto Moreta Matos, dominicano, mayor de edad, 

casado, catedrático universitario, portador de la cédula de identidad y electoral núm. 018-0008788-2, domiciliado 

y residente en la casa marcada con el núm. 1-A, manzana B, barrio Invicea, distrito municipal Villa Central, 

provincia Barahona, tercero civilmente demandado; y la razón social Dominicana de Seguros CxA, establecida de 

acuerdo a las leyes de la República Dominicana, entidad aseguradora, contra la sentencia núm. 

102-2017-SPEN-00041, dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de 

Barahona el 4 de mayo de 2017, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído a los Dres. José Miguel Féliz Báez y Dania Elizabeth Peña Canario, en representación del recurrente Oscar 

Ernesto Moreta Matos, en sus conclusiones; 

Oído a los Licdos. Jorge N. Matos Vásquez y Clemente Familia Sánchez, en representación de los recurrentes 

Luis Francisco Pérez Féliz y compañía Dominicana de Seguros, S.R.L., en sus conclusiones;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la República; 

Visto el escrito contentivo del memorial de casación suscrito por el Dr. Jorge N. Matos Vásquez y  el Licdo. 

Clemente Familia Sánchez, en representación de Luis Francisco Pérez Féliz y compañía Dominicana de Seguros, 

S.R.L., depositado el 9 de junio de 2017 en la secretaría de la Corte a-qua, mediante el cual interponen dicho 

recurso; 

Visto el escrito contentivo de memorial de casación suscrito por los Dres. José Miguel Féliz Báez y Dania 

Elizabeth Peña Canario, en representación del recurrente Oscar Ernesto Moreta Matos, depositado el 21 de agosto 

de 2017 en la secretaría de la Corte a-qua, mediante el cual interpone dicho recurso; 

Visto la resolución núm. 5071-2017 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, que declaró admisibles 

los recursos de casación interpuestos por los recurrentes, fijando audiencia para el conocimiento de los mismos el 

día 5 de febrero de 2018;  

 Visto la Ley núm. 25 de 1991, modificada por las Leyes núms. 156 de 1997 y 242 de 2011;  

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado y visto la Constitución de la 



República; los tratados internacionales que en materia de derechos humanos somos signatarios; la norma cuya 

violación se invoca; así como los artículos 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 70, 418, 419, 420, 421, 

422, 425, 426 y 427 del Código Procesal Penal, modificados por la Ley 10-15 del 10 de febrero de 2015; 

Considerando, que en la decisión impugnada y en los documentos  que a ella se refieren, son hechos 

constantes los siguientes, que:  

a) que el 13 de abril de 2015, el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del municipio de Barahona acogió la 

acusación del Ministerio Público y la parte civil y querellante, y en consecuencia dictó auto de apertura a juicio 

en contra de Luis Francisco Pérez Féliz, por violación a los artículos 49  letra d), numeral 1 y 78 de la Ley 241 

sobre Tránsito de Vehículos de Motor, modificada por la Ley núm. 114-99; siendo apoderada para conocer del 

fondo de dicho proceso el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del municipio de Barahona, el cual en fecha 30 

de marzo de 2016, dictó la sentencia penal núm. 118-2016-SPEN-00004 y su dispositivo es el siguiente:  

 “PRIMERO: Declara al señor Luis Francisco Pérez Féliz, culpable de violar la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos 

de Motor, en sus artículos 49 literal d numeral 1, y 78, modificado el primero por la Ley 114-99 y el segundo por 

la Ley 12-07, en perjuicio del señor fallecido Juan Carlos Féliz Peña; SEGUNDO: Se condena al señor Luis 

Francisco Pérez Féliz, al pago de una multa de $2,000.00 (Dos mil) pesos y al pago de las costas penales; 

TERCERO: En cuanto a la forma, declara buena y válida, la constitución en actor civil intentada por los señores 

María Magdalena Peña Cuevas y Domingo Féliz Féliz, a través de sus abogados constituidos y apoderados 

especiales doctor Rafael Arquímedes González Espejo y licenciado Alejandro Jiménez Novas, por haber sido 

hecha de acuerdo a la ley; CUARTO: En cuanto al fondo, condena al señor Luis Francisco Pérez Féliz, en su 

calidad de responsable por su hecho personal y de forma solidaria a Oscar Ernesto Moreta Matos, en condición 

de tercero civilmente demandado, al pago de una indemnización ascendente a la suma de Un Millón Pesos 

(RD$1,000,000.00), a favor de los señores María Magdalena Peña Cuevas y Domingo Féliz Féliz, como justa 

reparación por los daños y perjuicios que le ha ocasionado como consecuencia del referido accidente de 

tránsito; QUINTO: Condena al señor Oscar Ernesto Moreta Matos, al pago de las costas civiles del 

procedimiento, ordenando su distracción a favor y provecho del Dr. Rafael Arquímedes González Espejo y Licdo. 

Alejandro Jiménez Novas, quienes afirman haberlas avanzando en su totalidad; SEXTO: Excluye al señor 

Leonidas Peña Pérez, por no ser el propietario del vehículo; SÉPTIMO: Declara la presente sentencia común y 

oponible a la compañía de seguros La Dominicana de Seguros, C. x. A., como aseguradora del vehículo causante 

del accidente hasta la cobertura de su póliza; OCTAVO: Se advierte a las partes que cuentan con un plazo de 

veinte (20) días para recurrir en apelación la presente decisión a partir su notificación; NOVENO: Fija la lectura 

integral para el día trece (13) de abril de 2016, a las 9:00 de la mañana quedando convocadas las partes 

presentes y representadas”; 

c)  que la decisión antes descrita fue recurrida en apelación por el imputado, el tercero civilmente demandado y la 

compañía de seguros, interviniendo como consecuencia la sentencia penal núm. 102-2017-SPEN-00041, 

dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Barahona el 4 de mayo de 

2017, cuyo dispositivo es el siguiente:  

 “PRIMERO: Rechaza, los recursos de apelación interpuestos los días 4 y 11 respectivamente del mes de mayo 

del año 2016, por: a) el tercero civil demandado Oscar Ernesto Moreta Matos, y b) el acusado Luis Francisco 

Pérez Féliz, y la razón social Dominicana de Seguros, C. x A., contra la sentencia núm. 118-2016-SPEN-00004, 

dictada en fecha 30 del mes de marzo del año 2016, leída íntegramente el día 13 de abril  del indicado año, 

por el Juzgado de Paz Especial de Tránsito del municipio de Barahona; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de 

las partes recurrentes y las conclusiones del Ministerio Público, en lo referente a que se ordene nuevo juicio; 

TERCERO: Condena a los recurrentes al pago de las costas civiles generadas en grado de apelación, ordenando 

su distracción en provecho del abogado Rafael Arquímedes González Espejo”; 

Considerando, que el recurrente Oscar Ernesto Moreta Matos alega en su recurso de casación, de manera 

sucinta, lo siguiente:  

“Inobservancia del debido proceso. Al fallar de la forma en que lo hizo, la Corte a-qua incurrió en violación al 



debido proceso; puesto que el tercero civilmente responsable en principio, Ing. Oscar Ernesto Moreta Matos, un 

ejemplar maestro universitario, personalidad pública incuestionable, hombre de bien y de verdad única, propuso 

con evidente fundamento que se le excluyera del proceso por no tener la guarda o posesión del vehículo causante 

del accidente, en razón de que lo había traspasado al ingeniero Leónidas Peña Pérez, a quien llamó como tercero 

interviniente forzoso para que negara o admitiera su responsabilidad; compareciendo el Ing. Leónidas Peña Pérez 

en persona, por ante la Corte y admitiendo su condición y responsabilidad en los hechos, lo que el tribunal actuante 

obvió con subterfugios formalistas; Segundo Medio: Falta de base legal. La Corte incurrió en el vicio de falta de 

base legal al valorar contradictoriamente las pruebas aportadas por el tercero civilmente responsable, Ing. Oscar 

Ernesto Moreta Matos, atribuyendo a este que es él-y no el Ing. Leónidas Peña Pérez, diríamos nosotros- quien 

aporta la prueba de que es él (el Ing. Oscar Ernesto Moreta Matos) el propietario del vehículo causante del 

accidente; Tercer Medio: Violación a la Ley. Es evidente que la sentencia de la Corte como tribunal de alzada, 

impugnada en casación ahora por el Ing.  Oscar Ernesto Moreta Matos, viola la ley, además de incurrir en 

inobservancia del debido proceso y carecer su decisión de base legal, cuando desconoce los alcances del artículo 

1134 del Código Civil que prescribe, en síntesis, que el contrato es ley entre las partes contratantes; puesto que 

previo a su decisión debió agotar todos los medios legales y posibles para establecer si era o no válida la 

convención  mediante la cual el Ing. Oscar Ernesto Moreta Matos había traspasado o no al Ing. Leónidas Peña 

Pérez la posesión y dominio del vehículo causante del accidente en cuestión, lo que no hizo ni siquiera en 

principio…”; 

Considerando, que los recurrentes Luis Francisco Pérez Féliz y la Compañía Dominicana de Seguros, S.R.L., 

interponen como medios de su recurso de casación los que de manera resumida se leen a continuación:  

“Primer Medio: Violación e inobservancia o errónea aplicación de disposiciones del orden legal, constitucional, 

contradictorias con fallo o sentencia de la Suprema Corte de Justicia y falta de motivación de la sentencia; que la 

Corte a-qua ha incurrido en falta de motivación por la desnaturalización de los hechos, ya que el hecho de que la 

ocurrencia del accidente de tránsito, los vehículos envueltos y los actores involucrados no constituyan hechos 

controvertidos en la sentencia de primer grado cuyo recurso la apoderó, tampoco constituye una causal 

determinante para atribuirle los hechos al imputado recurrente Luis Francisco Pérez Féliz, principalmente cuando la 

víctima del accidente el conductor de la motocicleta que resultó fallecido conducía su vehículo en franca violación a 

la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos de Motor conforme a las propias declaraciones del testigo a cargo, sin llevar 

puesto casco protector, deprovisto de las documentaciones requerida para manejar un vehículo en la vía pública, 

sin licencia de conducir y seguros de ley; que de igual forma la Corte a-qua al rechazar el primer medio del recurso 

incurrió en desnaturalización de los hechos en el medio del recurso analizado, ya que no dio contestación adecuada 

con motivación razonada a los motivos expuestos y desarrollados ampliamente como medio del recurso y solo se 

limitó a contestar la parte relativa y concerniente a las declaraciones de los testigos, pero la Corte a-qua no se 

refirió a la otra parte planteada en el primer medio del recurso sobre el principio de presunción de inocencia, a la 

violación al artículo 14 del Código Procesal Penal y el artículo 69 numeral 3 de la norma suprema la Constitución de 

la República Dominicana; que la Corte a-qua conforme a la motivación establecida en el numeral 18 de la página 

20 de manera errónea le atribuye la falta generadora del accidente al imputado por manejar a alta velocidad 

sancionada por el artículo 61 de la Ley 241 sobre Tránsito de vehículos de Motor, violación distinta a la que fue 

condenado el imputado por el tribunal de primer grado que le retuvo como falta la violación a los artículos 49 

literal d numeral 1, y 78 de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos modificada por la Ley 114-99; que la Corte a-qua 

omitió referirse a la conducta imprudente de la víctima el conductor de la motocicleta quien transitaba por la vía 

pública a alta velocidad llamada por la Corte a-qua velocidad moderada, sin tomar las precauciones de lugar, no se 

refirió a la conducta imprudente del conductor de la motocicleta expuestas en los medios del recurso sobre las 

violaciones a los parámetros de distancia tal y como lo establece el artículo 123 Ley 241 sobre Tránsito de Vehículo 

de Motor; Segundo Motivo: La sentencia de la Corte a-qua es manifiestamente infundada en cuanto a la 

condenación penal y civil confirmada, por falta de fundamentación y motivación, en contraviniendo sentencia de la 

Suprema Corte de Justicia al asumir las declaraciones de la defensa material del imputado como un hecho para 

demostrar y estableciendo falta y la violación de la ley atribuida al imputado; que la Corte a-qua no estableció los 

motivos ni fundamentos suficientes que justifiquen la parte dispositiva de la sentencia recurrida que establece 



condenaciones civiles excesivas, irrazonables, desproporcional y exorbitante sin establecer la debida 

fundamentación y motivación que justifiquen el monto indemnizatorio establecido, por lo que la Corte a-qua ha 

incurrido en falta de motivación de su sentencia en franca violación a las disposiciones del artículo 24 del Código 

Procesal Penal, sobre la motivación de las decisiones, al no establecer la Corte a-quo en la decisión impugnada en 

casación los motivos tanto de hecho y como de derecho con una clara y precisa indicación de la fundamentación de 

las circunstancias que rodearon el hecho que tratándose de un accidente de tránsito entre dos vehículos de motor 

no estableció en su sentencia el grado de participación individual de cada uno de los conductores para que se 

produzca el accidente, ni estableció cuál de los conductores conducía su vehículo de manera adecuada, y solo se 

limitó a atribuirle la responsabilidad penal al imputado Luis Francisco Pérez Féliz; que la Corte a-qua al igual el 

tribunal de primer grado, no estableció de manera inequívoca el grado de participación de cada uno de los 

conductores en el accidente y ni las causas reales del mismo, siendo una obligación del juez establecer en las 

motivaciones de la sentencia las circunstancias que rodearon el hecho y sus causas, así como la justificación de la 

pena impuesta tanto penal como civil, lo que no ocurrió en el caso de la especie, ya que la Corte a-qua solo se limitó 

a transcribir parte de la motivación de la sentencia de primer grado y a confirmar la sentencia recurrida, pero no 

estableció los fundamentos de hecho y de derecho de la prueba valorada para llegar a la conclusión de tomar la 

decisión en la forma como lo hizo, ni estableció los textos legales reales en los cuales encontró fundamento su 

decisión; Tercer Motivo: Desnaturalización de los hechos de la causa de origen del proceso por la falta de 

motivación en violación e inobservancia y errónea aplicación de disposiciones de orden legal y constitucional en 

cuanto al rechazo de la extinción del proceso por la duración máxima establecida en el artículo 148 del Código 

Procesal Penal; que la Corte a-qua incurre en una desnaturalización de la solicitud de extinción por la duración 

máxima del proceso realizada por el imputado al amparo de la disposiciones del 148 del Código Procesal Penal 

vigente a la hora y momento que se le conoció la medida de coerción al imputado en fecha veintiséis (26) del mes 

de noviembre del año dos mil diez (2010), a consecuencia del accidente de tránsito ocurrido en fecha 25 de 

noviembre del 2010, por la falta de motivación valedera dada por la Corte, toda vez que entre, el punto de partida 

del presente proceso en fecha veintiséis (26) del mes de noviembre del año dos mil diez (2010), y la presentación y 

conocimiento de los recursos de apelación que culminaron con la sentencia ahora impugnada en casación han 

transcurrido más de seis (6) años, y la duración máxima para este tipo de proceso por violación a la ley de tránsito 

que se reputa como un delito correccional es de tres (3) años  seis (6) meses que se computa a partir del inicio de 

la investigación que para este caso se inició el 26 de noviembre del 2010; la Corte a-qua en su sentencia incurrió en 

desnaturalización de los hechos por la falta de motivación, ya que en su sentencia no estableció el tiempo que el 

proceso duró interrumpido por la rebeldía del imputado que al comprobarse con las cronologías del proceso que 

figuran y constan en el auto de apertura a juicio y la sentencia del tribunal de primer grado que sentenció al 

imputado dicha rebeldía fueron declarada y se fijó audiencia a fecha cierta por las sentencias que la ordenó y el 

imputado compareció a las audiencias, de ahí, que la Corte a-qua en la rebeldías y órdenes de arresto señaladas en 

su sentencia no ha establecido eficazmente interrupción u obstáculos del plazo de duración del proceso, ni cuándo 

se reinició dicho plazo, pues el proceso siempre ha seguido su curso normal produciéndose en la fase de instrucción 

y de juicio de fondo múltiples aplazamientos para reiterar citaciones a las partes que han intervenido en el proceso, 

y estando el imputado en libertad con medida de coerción consistente en garantía económica por contrato de 

fianza nunca se le notificó a la entidad aseguradora afianzadora como manda la ley tal incompetencia del 

imputado a los procedimientos; Cuarto Motivo: Violación de la ley por inobservancia de los artículos 131 y 133 de 

la Ley núm. 146-02 sobre seguros y fianzas de la República Dominicana, y violación al artículo 24 del Código 

Procesal Penal por falta de motivación en cuanto a Compañía Dominicana de Seguros, S.R.L.”;  

Considerando, que para fallar en la forma en que lo hizo, la Corte de Apelación reflexionó entre otras muchas 

cosas, en el sentido de que: 

“En cuanto al recurso interpuesto por la persona demandada como civilmente responsable, el señor Oscar 

Ernesto Moreta Matos: el señor Oscar Ernesto Moreta Matos, persona demandada como civilmente responsable 

de los daños ocasionados por el señor Luis Francisco Pérez Féliz, con la conducción del vehículo de carga marca 

Daihatsu, placa núm. S009542, color rojo, chasis V11863379, en su recurso de apelación invoca tres medios, los 

cuales son: 1) La falta, contradicción o ilogicidad manifiesta en la motivación de la sentencia o cuando esta se 



funde en prueba obtenida ilegalmente o incorporada con violación a los principios del juicio oral; 2) Falta de 

fundamentación y motivación de la sentencia en cuanto a la condena impuesta en el aspecto civil; y 3) La violación 

de la ley por inobservancia y violación de los artículos 131 y 133 de la Ley 146-02 sobre Seguros y Fianzas de la 

República Dominicana, de fecha 9 de septiembre del año 2002, y violación al artículo 24 del Código Procesal Penal, 

en cuanto a la Compañía Dominicana de Seguros S.R.L. Los referidos medios se analizan y responden de manera 

conjunta por la estrecha vinculación de los fundamentos que sustentan dicho recurso de apelación y por un asunto 

de economía procesal; Como primer medio del recurso de apelación, el tercero civilmente demandado aduce 

inobservancia del debido proceso, bajo el argumento de que solicitó a la jueza a qua, que se le excluyera del 

proceso por no tener la guarda o posesión del vehículo envuelto en el accidente en razón que lo había traspasado 

al ingeniero Leónidas Peña Pérez; que en apoyo de lo dicho ofertó como prueba documentos, conclusiones 

formales e intimó al ingeniero Leónidas Peña Pérez a que produjera declaración jurada al respecto y asumiera su 

responsabilidad en el caso, que sus solicitudes fueron acogidas por varios jueces, pero que nunca se concretó por 

falta de interés del juzgador de juicio en adoptar medidas procesales de instrucción que se correspondieran con el 

interés del caso. Que a consecuencia de la intimación que hiciera al ingeniero Leónidas Peña Pérez, el mismo 

respondió suscribiendo un acto de traspaso de vehículo de motor, el cual presentó como prueba de admisión y 

discusión y que conforme a la jurisprudencia actual, es liberatorio de responsabilidad en su caso, ya que con la 

transferencia del vehículo, traspasó al tercero interviniente forzoso su responsabilidad de resarcir daños, 

independientemente que la documentación continúe a su nombre por desidia del adquiriente o por actuación de 

mala fe. Que la jueza no valoró ningunas de las pruebas que él presentó y que ni siquiera la menciona en su 

sentencia, que esta falta de valoración constituye un medio de casación; Contrario a los anteriores argumentos, el 

propio recurrente y tercero civil demandado expone en el escrito contentivo de su recurso de apelación, que el 

vehículo en cuestión continúa estando a su nombre, lo que implica que el vehículo sigue siendo propiedad del 

recurrente y por tanto, es responsable de los daños que pueda causar la conducción de dicho vehículo. El 

recurrente aduce que aportó pruebas al proceso del traspaso del vehículo a ingeniero Leónidas Peña Pérez, y que 

esta afirmación fue admitida por el referido ingeniero Leónidas Peña Pérez, sin embargo, del análisis hecho a la 

sentencia y las piezas que obran en el expediente no se advierte que se haya efectuado tal traspaso, máxime 

cuando el ingeniero Oscar Ernesto Moreta Matos, admite en su recurso de apelación que la propiedad del vehículo 

continúa a su nombre, y si bien es cierto que en el expediente figura un escrito en el cual oferta pruebas 

testimoniales y documentales tendentes a demostrar que no es propietario del vehículo envuelto en el accidente, 

no es menos cierto que las pruebas a que hace referencia no figuran como admitidas en el auto de apertura a 

juicio, a cuya audiencia no acudió el ahora recurrente, ni se hizo representar por defensa técnica; tampoco consta 

en el expediente que dicha oferta probatoria haya sido propuesta para el juicio conforme al artículo 305 del Código 

Procesal Penal. Las referidas pruebas han sido propuestas como soporte del recurso de apelación, pero en razón 

de no haber sido incorporadas al juicio de primer grado conforme al debido proceso, no procede su valoración por 

ante este tribunal de alzada, por tanto, como se ha dicho, el señor Oscar Ernesto Moreta Matos, continúa siendo el 

propietario del vehículo envuelto en el accidente de que se trata, y responsable de los daños causados por este; En 

cuanto al recurso interpuesto por el acusado Luis Francisco Pérez y la razón social Dominicana de Seguros, C. por 

A.: Contrario a lo expuesto por el acusado recurrente, el tribunal a-quo para dictar sentencia condenatoria contra 

Luis Francisco Pérez Féliz, valoró el testimonio de Fidencio Ramírez Cuevas, cuyas  declaraciones figuran 

transcritas en otra parte de esta sentencia, calificándolo la jueza a qua como testigo presenciar, con cuyas 

declaraciones comprobó que el accidente se debió a la imprudencia de Luis Francisco Pérez Féliz, conductor del 

vehículo, por motivo de que ocupó el carril de la víctima cerrándole el paso. Razonamiento del tribunal de primer 

grado, que a criterio de esta alzada, se corresponde con el buen uso de la lógica, en razón de que ciertamente el 

testigo de referencia describe con toda precisión la forma en que ocurrió el accidente, especificando con sus 

declaraciones que pudo presenciar el accidente porque trabaja como portero en el liceo ubicado en la avenida 

Casandra Damirón de la ciudad de Barahona, que el accidente ocurrió en la citada avenida, en las inmediaciones 

del liceo en que trabaja como portero, y que debido a que el acusado venía y el motorista iba, lo que a todas luces 

muestra que viajaban en dirección contraria, por tanto, por carriles diferentes, y en ese sentido el culpable del 

accidente es el conductor que ocupó el carril del otro conductor, es decir, el conductor del camión que ocupó el 



carril de la víctima fallecida, amén de las circunstancias por las que lo ocupó, en razón que por tratarse de 

accidente de tránsito se presume que su acción fue involuntaria, sin embargo, esto no lo exime de responsabilidad, 

tampoco es eximente de responsabilidad la falta de la víctima en caso que la hubiere. Establece el declarante que 

el camión, por defender a un motorista ocupó el carril de la víctima, ocasionando el accidente en que perdió la vida 

Juan Carlos Féliz Peña. El acta Policial núm. 89, levantada en ocasión del accidente por el Encargado de la Sección 

de Procedimiento Amet, confirma la ocurrencia del accidente el día 25 de noviembre del año 2010, a eso de las 

04:00 horas de la tarde, en la avenida Casandra Damirón de la ciudad de Barahona, entre el vehículo conducido 

por el acusado, cuya descripción se transcribe en otra parte de esta sentencia, y la motocicleta conducida por la 

víctima, quien resultó fallecido, sin que la ocurrencia del accidente, los vehículos envueltos, y los actores, 

constituyan hechos controvertidos en la sentencia; 18- Luego de la valoración individual, conjunta y armónica de 

las pruebas, el tribunal atribuyó la causa generadora del accidente a la torpeza, inobservancia e imprudencia de 

Luis Francisco Pérez Féliz, por manejar a alta velocidad y no observar quién venía, falta que el tribunal extrajo de 

las declaraciones del testigo, estableciendo el tribunal además, que el acusado reconoce la ocurrencia del 

accidente, que en el mismo murió la víctima y que el acusado admite que el accidente se produjo por motivo de 

que otro motorista le ocupó su derecha y al frenar el camión viró la cola ocupando la derecha de la víctima, por lo 

que este se estrelló contra la parte trasera del camión; de modo que las declaraciones dadas por el acusado en el 

uso de su derecho a defensa material van en consonancia con las dadas por el testigo y ambas llevan al tribunal de 

primer grado a determinar la falta generadora del accidente, en la forma en que se describe precedentemente, 

máxime porque el lugar donde ocurrió el accidente es una calle de concurrido tránsito vehicular, que sólo tiene 

dos carriles que se desplazan en dirección contraria; El tribunal dictó sentencia sobre la base de la valoración que 

hizo a los medios probatorios lícitamente introducidos, incorporados y debatidos en juicio oral público y 

contradictorio, sometidos a la consideración de la juzgadora por el Ministerio Público y los querellantes y actores 

civiles, de cuya valoración se extrajo la verdad jurídica del caso, atribuyendo la juzgadora al acusado la causa 

generadora del accidente, exponiendo con razonamientos lógicos y entendibles los motivos que la condujeron a la 

conclusión que arribó tanto en el ámbito penal como en el civil, imponiendo sanciones justas y acordes a la ley de 

la materia y proporcional al perjuicio ocasionado, de modo que el tribunal dio motivos suficientes que justifican el 

dispositivo de la sentencia, estableciendo de manera clara la participación de cada actor procesal, en el sentido de 

que previo determinar la ocurrencia del accidente, atribuye al acusado la causa generadora del mismo, 

determinando la responsabilidad del señor Oscar Ernesto Moreta Matos, por ser propietario del vehículo, 

declarando la sentencia oponible a la entidad aseguradora, por haber emitido póliza asegurando los daños que 

pudieran generarse producto de la conducción del vehículo, como en la especie, donde producto del accidente 

ocasionado con dicho vehículo se ocasionó la muerte de Juan Carlos Féliz Peña, por lo que sus padres resultaron 

perjudicados y fueron favorecidos con la condena indemnizatoria, por haberse constituido en actores civiles, de 

modo que el medio argüido por los recurrentes deviene en infundado, por tanto, se rechaza; En cuanto a la 

solicitud declaratoria de extinción del proceso: El acusado y la entidad aseguradora, partes recurrentes, en sus 

conclusiones formales dadas en audiencia a través de su defensora técnica, han solicitado a esta Cámara Penal de 

la Corle que declare la extinción del proceso por haber transcurrido el plazo máximo de duración del mismo. 

Respecto de lo cual esta alzada estima oportuno puntualizar que la misma solicitud le fue hecha a este tribunal en 

fecha 14 de noviembre del año 2014, por el acusado recurrente Luis Francisco Pérez Féliz, mediante escrito 

dirigido a este tribunal de alzada, exponiendo síntesis; que desde la ocurrencia del accidente en fecha 25 de 

noviembre del año 2010, han transcurrido más de cinco años que inició el proceso de que se trata, y que el artículo 

148 del Código Procesal Penal dispone que el tiempo máximo de todo proceso es de tres años, alegando además el 

impetrante que la norma aplicable a su caso lo es el artículo 148 del Código Procesal Penal, antes de que entrara 

en vigencia la modificación que introduce la Ley 10-15 del 10 de febrero del año 2015, siendo estos los mismos 

argumentos en que los proponentes sustentan su solicitud; la referida solicitud fue rechazada por esta Cámara 

Penal de la Corte mediante sentencia núm. 102-2016-SPEN-00104, de fecha 14 de noviembre del año 2016, 

estableciendo esta alzada como justificativo del rechazo que en razón que por disposición del numeral 6 del 

artículo 48 del Código Procesal Penal, la declaratoria de rebeldía de la parte imputada de un proceso interrumpe la 

prescripción del mismo, disposición que rige en la presente legislación y antes de la modificación que cita el 



impetrante como norma que debe regir para su caso, comprobando esta alzada que sólo en la fase intermedia del 

caso, fue necesario que el Juez de la Instrucción ordenara su arresto y conducencia en seis ocasiones, más dos 

órdenes de arresto y conducencia que se ordenara en la fase de juicio, razones por la cuales, procede rechazar por 

improcedente, la solicitud de extinción del proceso hecha por el acusado, por tanto, al ser respondida y rechazada 

en aquella ocasión la solicitud de extinción, no procede nuevamente su análisis en esta ocasión, máxime porque 

persisten los presupuestos del rechazo de la primera ocasión, considerando este tribunal innecesario referirse a 

este aspecto en el dispositivo de esta sentencia”; 

Considerando, que en lo relativo a los medios interpuestos por el recurrente Oscar Ernesto Moreta Matos, a 

excepción del tercer motivo, referente al rechazo de extinción por duración máxima del proceso, el cual 

contestaremos más adelante, vemos que el contenido de estos es muy similar entre sí, y podríamos resumirlos en 

que la alzada incurrió en falta de motivación razonada de la decisión emitida, inobservancia y errónea aplicación 

de disposiciones de orden legal, como el caso de las disposiciones de la Ley núm. 241, sobre Tránsito de Vehículos 

de Motor; sin embargo, luego de un estudio profundo de la sentencia de la Corte de Apelación hemos podido 

verificar que, contrario a lo propugnado por los recurrentes, la Corte a-qua produjo una decisión suficiente y 

correctamente motivada, en el entendido de que verificó que la sentencia rendida por los jueces de primer grado 

descansa en una adecuada valoración de toda la prueba producida, decidiendo, al amparo de la sana crítica 

racional, confirmar la decisión de primer grado; por lo que esta Segunda Sala es de opinión que los alegatos de los 

recurrentes carecen de méritos;  

Considerando, que en lo referente al aspecto civil de la mencionada sentencia, también atacado por los 

recurrentes, esta Suprema Corte de Justicia ha establecido el precedente de que el monto para reparar daños 

morales se debe fijar en una suma que no resulte ni irrisoria ni exorbitante; que al no advertirse  desproporción 

en los montos fijados, ni tampoco que los mismos hayan sido exagerados en relación a los daños recibidos por los 

afectados, esta Segunda Sala es de opinión que dichos alegatos también carecen de méritos;  

Considerando, que en lo referente a las quejas del referido recurrente, relativas al rechazo de la extinción por 

la duración máxima del proceso, en virtud de lo establecido en el artículo 148 del Código Procesal Penal, es 

pertinente indicar que el plazo máximo de duración del proceso a que se refiere el artículo 148 del Código Procesal 

Penal no es un plazo que se aplica de forma automática, sino que es necesario, a los fines de poder beneficiarse de 

la extinción por duración del plazo máximo del proceso, que se establezca que las causas de demora o retraso no 

son atribuibles al imputado o a su defensa; que es bien sabido que quien alega la existencia de un hecho está en el 

deber de probarlo y la carga de la prueba sobre la culpabilidad del imputado le compete a la parte acusadora, pero 

cuando se trata de otro tipo de petición compete al solicitante probarlo; que en el caso de marras, el recurrente no 

ha aportado pruebas fehacientes de que su proceso se ha extinguido; razón por la cual dicho pedimento o medio 

de casación se rechaza por improcedente e infundado;  

Considerando, que en lo que concierne al recurso de Oscar Ernesto Moreta Matos, de la visión generalizada 

dada por esta alzada al mismo, nos encontramos en la imposibilidad de comprobar la veracidad de las quejas que 

este expresa contra la sentencia de la Corte, toda vez que para que los medios contenidos en un recurso prosperen 

no basta con invocar la existencia de un vicio, sino que es imprescindible apoyarlo en pruebas pertinentes, y, en la 

especie, el mismo se ha limitado a decir que se valoraron contradictoriamente los elementos de  prueba, y que 

este no es propietario del vehículo envuelto en el accidente, lo que convierte sus quejas en críticas generales sobre 

la sentencia de que se trata; que, además, recurrir una decisión no se trata de expresar una simple 

disconformidad, es la oportunidad que la parte tiene para señalar los errores cometidos por el juzgador y la forma 

en que debió fallarse el caso; razón por la cual procede rechazar dichas quejas por carecer de pertinencia; 

Considerando, que, además, es importante agregar que los razonamientos externados por la Corte a-qua se 

corresponden con los lineamientos que rigen el correcto pensar, y satisfacen las exigencias de motivación 

pautadas por esta sala, toda vez que en la especie el tribunal de apelación desarrolla sistemáticamente su decisión; 

expone de forma concreta y precisa cómo ha valorado la sentencia apelada, y su fallo se encuentra legitimado en 

tanto produce una fundamentación apegada a las normas adjetivas, procesales y constitucionales vigentes y 

aplicables al caso en cuestión; de tal manera, que esta Sala de la Corte de Casación no avista vulneración alguna en 



perjuicio de los recurrentes; por lo que procede desestimar los medios propuestos y, consecuentemente, los 

recursos de casación que nos apoderan. 

Por tales motivos, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, 

FALLA: 

Primero: Declara con lugar en la forma, los recursos de casación interpuestos por Oscar Ernesto Moreta Matos, 

Luis Francisco Pérez Féliz y Dominicana de Seguros, S.R.L.,  contra la sentencia núm. 102-2017-SPEN-00041, 

dictada por la Cámara Penal de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de Barahona el 4 de mayo de 

2017, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente fallo;  

Segundo: En cuanto al fondo, rechaza dichos recursos por las razones antes expuestas;  

Tercero: Se compensan las costas del procedimiento; 

Cuarto: Ordena la notificación de la presente decisión a las partes. 

Firmado: Miriam Concepción Germán Brito, Alejandro Adolfo Moscoso Segarra e Hirohito Reyes. Cristiana A. 

Rosario V., Secretaria General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretaria General, 

que certifico. 
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